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                                     ASUNTO
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por el accionante Cristian Andrés Paz Polindara contra el fallo mediante el cual el Juzgado Primero Penal del Circuito de esta ciudad negó la tutela de los derechos fundamentales invocados.

ANTECEDENTES

El actor expuso que junto con su familia se encuentran en condición de desplazamiento en esta ciudad hace más de 6 años. Demostró que se halla cursando estudios en la Universidad Tecnológica de Pereira en el programa de administración del medio ambiente, jornada diurna y debido a la falta de recursos, por la mala situación económica de su núcleo familiar, se vio en la obligación de abandonar sus estudios, al no haber podido obtener un auxilio que suministra Acción Social y/o el Icetex.
SENTENCIA DE PRIMER GRADO

El Juez Constitucional de primer grado,  encontró luego de valorar los medios de prueba allegados, que el actor no había formulado últimamente peticiones antes el Icetex para solicitar crédito educativo, como tampoco a Acción Social, para acceso a la ayuda humanitaria de emergencia. Así mismo, el actor debe cumplir unos requisitos para obtener acceso a los créditos educativos y destaca el concepto del derecho a la educación, para concluir que no existe evidencia de vulneración a los derechos del ciudadano Paz Polindara, cuyo amparo deniega por improcedente.
IMPUGNACIÓN
El tutelante interpuso recurso de apelación, argumentando que las solicitudes de crédito no las presentó nuevamente por falta de los requisitos, porque las personas que presentó como codeudoras le fueron rechazadas en dos oportunidades. Finalmente dijo que sería injusto teniendo en cuenta su desarraigo, no acceder a un subsidio de estudio.
CONSIDERACIONES

1. Competencia:

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.
2. Problema jurídico planteado:

El asunto que se plantea mediante el agotamiento del recurso por parte del accionante, se concreta en la revocatoria del fallo proferido en sede de tutela, para lo cual es menester determinar si existe vulneración a los derechos invocados, de tal suerte que la decisión merezca su abrogación, o de lo contrario, debe ser confirmada y mantener la denegatoria el amparo.

SOLUCIÓN

Conforme con lo preceptuado por el artículo 86 de la Carta Constitucional, toda persona tiene acción de tutela para invocar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, bien directamente o a través de representante, la protección inmediata de sus derechos fundamentales, cuando estén siendo vulnerados o amenazados con la acción u omisión de cualquier autoridad pública, o con la conducta de algunos particulares en los casos expresamente previstos en la ley.

Con claridad se ha decantado por la jurisprudencia constitucional, que el estado social de derecho, se caracteriza porque rodea de garantías a sus asociados y los dota de los mecanismos necesarios para ejercer efectivamente sus derechos. La acción de tutela sólo puede cobijar la protección de derechos fundamentales, con exclusión de los sociales, económicos, culturales, colectivos y del ambiente, aunque no resulta descartable que uno de ellos pueda estar íntimamente ligado con otro de primera generación y por ende sean susceptibles del amparo, por lo que en cada caso individual, debe considerarse su protección.

En torno al derecho a la educación consagrado constitucionalmente como de segunda generación esta Colegiatura ha precisado que eventualmente puede ser elevado a la categoría de fundamental, cuando quiera que se determine una excepcional conexidad con los fundamentales. Pero el reconocimiento de tales garantías no puede ser absoluto, porque se debe atender a unos límites de razonabilidad y proporcionalidad, de tal manera que no se desborde el derecho mismo, como tampoco se desnaturalice la esencia de esta acción pública constitucional.

Lo planteado por el joven Cristian Andrés consiste en procurar una ayuda económica para sufragar los gastos que demandan sus estudios universitarios, para lo cual aduce no haber podido acceder a un crédito educativo por no reunir los requisitos para tal fin, dada la condición de desplazado junto con su grupo familiar.
Conviene la Sala junto con la juez a quo, en que la protección del derecho a la educación por vía de tutela debe darse bajo unos lineamientos estrictos, porque el Estado no puede asumir la carga de proveer estudios universitarios a todos los asociados.
De otra parte se advierte conforme con el registro único de la población desplazada y con la base de datos que conserva la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, que Cristian Andrés se encuentra inscrito desde el 6 de junio de 2007. 
La orientación jurisprudencial que sobre este álgido tema trazó la Corte Constitucional, con relación a la población desplazada es darle cierta prevalencia, aunque observando a plenitud los requisitos relativos al cumplimiento de la ley, tal como lo ratifica en la Sentencia T-142 de 2009, con ponencia del Magistrado Mauricio González Cuervo:
“3. La población desplazada y la protección de sus derechos.
 
“3.1. Esta Corporación ha desarrollado todo un marco de protección alrededor de las personas desplazadas por la violencia, haciendo énfasis en la responsabilidad que frente a ellos tiene el Estado. La garantía de igualdad contenida en el artículo 13 de la Constitución Política, impone al Estado colombiano la obligación de proteger de manera especial a quienes por su condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancias de debilidad manifiesta. 
“3.2. Dada la  violación múltiple, masiva y continua de los derechos de las personas que se han visto sometidas al desplazamiento forzado, surge para el Estado la obligación de: brindarles la atención necesaria para que recuperen el goce efectivo de los derechos fundamentales; velar porque sean atendidos en condiciones que respeten su dignidad; adoptar medidas para evitar nuevos desplazamientos. También ha destacado la jurisprudencia constitucional la importancia de las acciones afirmativas entendidas como las “políticas o medidas dirigidas a favorecer a determinadas personas o grupos, ya sea con el fin de eliminar o reducir las desigualdades de tipo social, cultural o económico que los afectan, bien de lograr que los miembros de un grupo subrepresentado, usualmente un grupo que ha sido discriminado, tengan una mayor representación”, al igual que la pertinencia de dichas acciones para la población desplazada, considerando las especiales circunstancias a que se ven sometidos los afectados que difiere, de aquellas en que se encuentran otros grupos.
 
“4. El derecho a la educación y la autonomía universitaria.
 
“4.1. El artículo 67 Superior consagra la educación desde dos perspectivas: (i) como un derecho de la persona y (ii) como un servicio público que tiene una función social. El derecho a la educación, pese a encontrarse entre los derechos sociales, económicos y culturales, se ha considerado derecho fundamental y un presupuesto de efectividad del goce de otros derechos y valores constitucionales. Así, la sentencia T-002 de 1992, realizó un amplio análisis sobre la naturaleza del derecho a la educación y determinó que el carácter fundamental del mismo podía derivarse del análisis de los siguientes criterios: (i) porque así lo reconoce el artículo 67 de la Carta al señalar que la educación es un derecho de la persona a través del cual se accede al conocimiento, a la ciencia, a la técnica, y a los demás bienes y valores de la cultura; (ii) porque se reconoce expresamente como derecho fundamental de los niños en el artículo 44 superior. En la misma sentencia se consideran como criterios adicionales que permiten considerar la educación como un derecho fundamental: (iii) su inclusión en el Artículo 13 del Pacto sobre Derechos Económicos, Sociales y Culturales; y el artículo 26 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; (iv) los derechos consagrados en los artículos 13, 26 y 27 Superiores, que según el artículo 85 de la Carta son de aplicación inmediata y están vinculados con la educación: “el artículo 13, porque la igualdad de oportunidades se logra mediante la igualdad de posibilidades que ofrece la educación; el artículo 26, porque en la libertad de escoger profesión u oficio está implícito el derecho a la formación; y en el artículo 27, por cuanto los términos libertad de enseñanza, de aprendizaje, investigación y cátedra son consecuencia del derecho a la educación, la cual los antecede”.
 
“4.2. En lo relativo a la educación superior, la función social enderezada a hacer efectivo el goce del derecho fundamental a la educación la ejercen las universidades públicas o privadas, cuya autonomía está protegida por el artículo 69 Superior, que establece además, como un deber del Estado, facilitar “los mecanismos financieros que hagan posible el acceso de todas las personas aptas a la educación superior”. La autonomía, protegida constitucionalmente, se concreta en la posibilidad que tienen para: (i) establecer y reformar las normas que han de regirlas; (ii) determinar la forma de elegir y remover a sus directivas así como el período de las mismas (iii) elaborar y realizar los  programas académicos, en diferentes áreas; (iii)   determinar las personas que impartirán la enseñanza; (iv) definir los requisitos que deben cumplir los estudiantes para ser admitidos; (v) administrar sus bienes[45]. Sin embargo, tal autonomía no es absoluta y se encuentra limitada por la potestad configurativa del legislador, la facultad reglamentaria del ejecutivo y el deber de propiciar el goce efectivo del derecho fundamental a la educación. Por ello es admisible la intervención del juez de tutela, siempre que sea imperioso proteger derechos fundamentales contra actos u omisiones ilegítimas, y sin afectar la libertad de la Universidad. 

Lo estudiado por la Corte Constitucional, corresponde a un evento de similares características, en que la accionante impetró el amparo  para pretender un cupo universitario aduciendo su condición de desplazada, en cuyo fallo se consignó:

“6.6. Advierte la Corte que, como se deriva del acervo probatorio, el accionante solamente apareció en la lista de preseleccionados y presentó la correspondiente entrevista, lo cual no generaba un derecho adquirido. Éste solo podía concretarse una vez superada la etapa de la entrevista e informado de la aprobación de ingreso a la institución educativa. Dado que el actor no apareció en la lista de admitidos publicada con posterioridad a la entrevista, no puede afirmarse que se haya vulnerado su confianza legítima.
 
“6.7. Independientemente del error que llevó a la Universidad a ignorar en un primer momento la condición de desplazada de Erica Paola Muñoz Sánchez, el proceso seguido por ese establecimiento educativo para definir la persona que accedería al cupo para la población marginada por el conflicto interno, se ajustó a los criterios fijados en el reglamento de la institución, en especial al criterio del mérito, sin que se observe vulneración al mismo. Tampoco se desconoció el derecho a la igualdad del accionante, pues se presentó al examen en las mismas condiciones que la persona finalmente admitida. Y, y en tanto no obtuvo el puntaje más alto, mal podría la Universidad del Magdalena o, en el caso, el juez de tutela, asignar al actor el único cupo disponible para la población desplazada en el programa de medicina, sacrificando el derecho de quien obtuvo un puntaje superior y desconociendo con ello el principio del mérito, inherente a los procesos de selección estudiantil. 

Sobre la base de lo anterior y como bien lo discernió el fallador de primer grado, no hubo quebranto del derecho de petición, en tanto no demostró que recientemente lo hubiera promovido y frente a las anteriores solicitudes de crédito que dice haber formulado ante el Icetex, fueron contestadas en forma negativa, al no reunir las exigencias reglamentarias para el otorgamiento del crédito.
Es verdad que el accionante debe procurar por sus propios méritos obtener los beneficios que irradia el Estado en muchos campos, no solo en la educación, pero todo esto debe procurarlo el propio ciudadano formulando las peticiones o haciendo presencia en las oficinas públicas cuando así se requiera, para que adelante las gestiones necesarias, porque la acción de tutela no es el medio para suplir la inercia de quien omite realizar estos trámites.
Con todo, no puede accederse a la pretensión del ciudadano Paz Polindara, pese a demostrar junto con el recurso, haber formulado petición de crédito ante el Icetex, ya que la misma le fue resuelta aunque en forma adversa, cuando se le indicó que como resultado de la evaluación no fue aceptado, lo que significa que se dio cumplimiento a la normativa 23 constitucional.
Como bien lo ha indicado la representante de Acción Social, el joven universitario, debe presentarse nuevamente ante esa Oficina con la finalidad de poner en marcha los auxilios a que tendría derecho por su antigua condición de desplazamiento. Pero mientras no acuda a estos mecanismos, la administración de justicia, tampoco puede protegerlo, porque no se aprecia vulneración de ninguno de sus derechos fundamentales.
Así que no queda otra alternativa que acompañar en su decisión al Juez de primer grado, porque en efecto no ha existido afectación de derecho fundamental alguno al joven Cristian Andrés Paz Polindara, quien debe acudir a las instancias administrativas, con la finalidad formular las peticiones necesarias, para que pueda continuar con sus estudios universitarios, acorde con los programas benéficos que para el efecto ha diseñado el Gobierno Nacional, para lo cual debe igualmente dar cumplimiento a algunas exigencias previamente establecidas.
DECISIÓN
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la Constitución,
RESUELVE:

Primero: confirmar la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira, en cuando fue materia de impugnación.

Segundo: Notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. y Remitir el expediente a la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

Cópiese, notifíquese y cúmplase

LEONEL ROGELES MORENO                  JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Magistrado









   Magistrado
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

WILSON FREDY LOPEZ
Magistrado
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